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5775 Sala Primera. Recurso de amparo número 920/1985.
Sentencia número 12/1987, de 4 de febrero.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don
Antonio Truyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil. don Miguel
Rodríguez Piñero y Bravo·Ferrer. Magistrado, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm, 920/85, promovido por el
Procurador de los Tribunales don Federico Olivares de Santiago, en
nombre de doña Cannen Colodrás Roja, ba/'o la dirección del
Letrado don José M. Gómez de Miguel, contra a Sentencia dictada
por la Sala Primera de 10 Civil de la Audiencia Territorial de
Barcelona, con fecha 26 de septiembre de 1985, en el recurso de
apelación 15/83 interpuesto contra Sentencia del Juzgado de
Primera Instancia de San Feliú de LlobregaL Han sido parte de este
recurso de amparo el Ministerio Fiscal y el Procurador don
Antonio Rueda Bautista, en nombre de AAssicurazioni Generali,
Sociedad Anónima», y ha sido ponente el MsE:trado don Antonio
Troyol Serra. que expresa el parecer de la

I. ANTECEDENTES

l. Por escrito registrado en este Tribunal el 23 de octubre de
1985. don Federico Olivares de Santiago, Procurador de los
Tribunales, en nombre de doña Cannen Colodrás Roja., interpuso
recurso de amparo constitucional contra la Sentencia dietada por la
Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial de Barcelona,
de fecha 26 de septiembre de 1985, revocatoria de la dictada por el
Juez de Primera Instancia de San Feliú de Llobregat, por violación
del derecho a la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales
reconocido en el art. 24 de la Constitución. •

Se fundamenta el recurso en las alegaciones de hecho y de
Derecho Que a continuación se resumen:

a) Con fecha 15 de octubre de 1981, el Magistrado-Juez de
Primera Instancia de San Feliú de Uobregat dietó Sentencia por la
Que se condenaba a don Manuel Páez Barreno. don Juan Servent
Grau y a la Compañía «Assicurazioni Generali, Sociedad Anó-­
nim~ a pagar solidariamente, a la hoy recurrente, la cantidad de
1.000.000 de pesetas en concepto de indemnización por la muene
de su esposo, ocurrida a consecuencia de accidente de circulación.
La Compañía «Assicurazioni Generali, Sociedad Anónima» inter.
puso recurso de apelación contra dicha Sentencia, Que fue admitido
en ambos efectos y, emplazadas las partes. se les citó para la
celebración de vista pública el 19 de septiembre de 1985. En dicha
vista compareció el Procurador de la apelante, Que solicitó la
revocación de la Sentencia de instancia, con imposición de costas.
Pero ~o compareció el Letrado Que la dirige, por lo Que no se
expusieron las razones Que justificaban la apelación. Así el acto de
la vista duró tres minutos, pues el Letrado de la apelada 'nada pudo
exponer ~n su ~efensa, al desconocer los motivos en Que se basaba
la ape!aClón. SlO embargo, con fecha 26 de septiembre de 1985, la
Sala dictó Sentencia estimatoria revocando la resolución recurrida.

b) Considera la solicitante de amparo Que con ello se le ha
producido indefensión y lesionado su derecho a la tutela judicial
puesto que no pudo ejercitar su derecho de defensa contradictoria
ya Que, dada la configuración legal del recurso de apelación, al se;
la v~sta .~ral el único momento para Que el recurrente realice la
mouvaCl~n de su recurso, no hubo en el presente caso motivación
alguna, 5100 una mera petición de revocación de Sentencia. El
proceso civi~ sin embargo, viene informado por los principios de
Justicia rogada, controversia y dispositivo, por lo Que resulta
inadmisible la es~mación «ex officio» de cualquier recurso, Que es
10 gu~ ha sucedido <:1'1: el caso de autos, al suplir el Tribunal la
pa~l:Vldad y falta de dilIgencia de una de las partes en la fundamen­
tacIon de su recurso, c~eando así una desigualdad entre las mismas.
Por otra parte, la AudIencia de Barcelona ha infringido también el
derecho de la recurrente a un proceso sin dilaciones indebidas
pues, sin causa que 10 justifique, han transcurrido cuatro año~
desde la Sentencia del Juez de Primer. Instancia y 1. vista de la

apelación. Esta violación de tal derecho reconocido en el arto 24.2
de la Constitución, ha petjudicado doblemente a la recurrente Que,
debido al. entrada en vigor de la Ley 34/1984. de 6 de agosto, no
puede ya interponer recurso de casación contra la sentencia de la
Audiencia, ya Que la cuantía dei litigio no supera los 3.000.000 de
pesetas Que la nueva Ley exi~e para admitir la casación, algo Que,
si la Sentencia se hubiera dIctado en un plazo razonable, no se
hubiera producido.

Por todo ello. solicita la recurrente de este Tribunal Que declare
la nulidad de la sentencia de la Audiencia Territorial de Barcelona
Que impugna. acordando la reposición de las actuaciones a
momento procedente para Que dicho Tribunal dicte nueva Senten­
cia teniendo en cuenta la absoluta falta de motivación del recurso
de apelación, y, subsidiariamente, Que declare Que contra la citada
Sentencia cabe recurso de casación ante el Tribunal Supremo, por
ser éste el recurso Que hubiera podido interponerse 51 la vista y
Sentencia del recurso de apelaCIón se hubieran producido en un
plazo razonable.

2. Por providencia de 13 de octubre de 1985, la Sección
Tercera de este Tribunal acordó, en aplicación de lo dispuesto en
el arto 50 de la Ley ÜlJáIÚca del Tribunal Constitucional, conceder
un plazo común de diez dias a la parte recurrente y al Ministerio
Fiscal para Que alegasen lo Que estImaran conveniente en relación
con la posible existencia de la causa. de inadmisión del recurso de
amparo que regula el arto 50.2, b) de la citada Ley Orgánica, por
cuanto la demanda pudiera carecer de contenido Que justifique una
decisión de este Tnbunal.

3. Dentro del plazo concedido por nuestra anterior providen.
cia, la representación de la recurrente se ratificó en la demanda de
amparo, reiterando los argumentos expresados en la misma, y
solicitó la admisión del recurso por entender Que no carece
manifiestamente aquella demanda de contenido constitucional.

Por su parte, el Ministerio Fiscal alegó Que la pretendida
violación del art. 24.2 de la Constitución por dilaciones indebidas
no tiene consistencia. pues no reúne dicha presión las notas
exigidas para su estimaaón, como son Que se haya denunciado el
retraso ante el Tribunal «a QUa», con invocación del derecho
constitucional vulneradP, de lo Que en el presente caso no existe
constancia, y Que la ailación tenga como causa una conducta
negligente imputable a los Organos judiciales intervinientes. res­
pecto de lo Que la recurrente no alega ni acredita nada. Respecto de
la violación que se centra en la falta de contradicción en el debate
judicial y, como consecuencia, la imposibilidad de defenderse,
entiende el Ministerio Fiscal Que, dadas: las características del
recurso deapelaci6n, la no comparecencia del Letrado del apelante
en el acto de la vista detenninó que el apel.do no ~udiera

establecer la defensa de sus alegaciones y Que, en consecuenCIa, falla
el principio de contradicción. Si bien es cierto Que el a~lado debió
poner de manifiesto ante el Tribunal la posible violaCIón constitu·
cional, se puede concluir Que la demanda de amparo no carece de
contenido constitucional de manera manifiesta, y dado Que la
cuestión de fondo tiene entidad suficiente para justificar una
decisión en forma de Sentencia, interesó el Ministerio Fiscal la
admisión a trámite del recurso.

4. Por providencia de 5 de febrero de 1986, la Sección acordó
admitir a trámite la demanda formulada por doña Cannen Colo­
drás Roja y, de conformidad con lo detenninado en el arto 51 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, decidió requerir de la
Audiencia Territorial de Barcelona y del Juzgado de Primera
Instancia número 1 de San Feliú de Uobregat la remisión de las
correspondientes actuaciones y el emplazamiento de Quienes hubie­
ren sido pane en las mismas para Que pudieran comparecer ante
este Tribunal

Recibidas dichas actuaciones y personado el Procurador don
Antonio Rueda Bautista, en nombre de t<Assicurazioni Generali,
Sociedad Anónima», la Sección acordó, por providencia de 19 de
marzo de 1986, dar vista de aquéllas a las partes y al Ministerio
Fiscal por plazo de veinte días, para Que presentasen alegaciones,
condiCIOnándose la personación y el trámIte Que se .bría respecto
del Procurador señor Rueda Bautista a la aportación del poder
acreditativo de la representación que afirma, del Que aponó copia
original el s!Juiente día 2 de abril

5. El Mmisterio Fiscal, mediante escrito presentado el 18 de
abril de 1985, alega lo siguiente:

a) Por lo Que se refiere a la presunta indefensión alegada en
primer lugar por la recurrente, es clara y determinante la exigencUi
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del priDcipio de <:ODlmdil:cióa de las partes en el prooeso, ...ún la
jl1lÍSpl1ldeDcia del Tribnnal CORstitUClonal. para la que el art. 24 de
la Constitución ....mpona la uigencia de que en Dil1&ún caso
~=ar.oducir.eindefensión. lo que .ignifica que en lOdo proceso
JU .. debe resp<uu-se el derecho de la defensa coDlIlldiáoria de
las parta couteodientes., que leplmente debieran serlo, medílmle
la oportuI1idad dialéctica de aIq¡ar Y justificar procesal"'..."e el
RCOOocimiento jlldicial de .... derecbos e in_ (STC de 8 de
febrero de 19112). &10 .iaaifica que las partes lienen el derecbo a
COIIocef las alepcion.. eL: las Dlra& panes, a los di:ctos de poder
hacer las suyas, y que el articulo 24 de la CoI1&UtucióD .....tiene un
mandato implkito al leaislador y al iIlIérpRle CODSisImle en
promover la deIi:n&a en la medida de lo posible mediante la
correspondiente alnlradiDcióD, derecho a la def..... YIliIatemlidad
que se conculca cuando el proceso no es eontradictono en todas las
instancias.

En el recurso de ~laci6n. la pretensión de fondo impugnatoria
sólo pued< ..,. conocidapor el apelado a través del infunne oral del
apelante ante la Sala. SI áte no se produce, ~l apelado no puede
defender sus derechos e int~s de manera concreta, teniendo que
limitarse a sostener la Senlencia que se apela en forma abstracta,
o con la posibilidad de argumentar en desconexión con los
aulil!aticos motivos de la impu¡nación. Aunque se _ que
hubo contradicción en sentido formal, porque la apelac:ilm fue
mantenida por la representación procesal del apelante y le oyó al
apelado, no la hubo desde un punto de vista mateñal, porque la
Sala. en virlud de sus ácuIlades revisoras, realizó una subsunción
de los hechos en el Derecho y revocó la Senlencia de iDstancia &in
oír materialmente a la< parteI, ain actuar en razón de las alegacio­
nes de las partes. que ~vieroo una actuación meramenie bmula­
ria y ritual.

El presente caso se encuentra en los límites del amparo
constitucional, por lo que se impone una interpretación favorable
al ejercicio del derecho de defensa, que debe primar sobre la
interpretación limnaI y 1q¡aIisIa, de lo que ...he oonclnir que ha
exisudo violación del art. 24.1 de la Constitución al DO haber
contradicción en el trámite procesal del recurso de apelació~.. no
ser Que se piense que el actor debió poner de manifiesto ante la Sala
de apelacIón la posible vulnentción de este articulo, si DO ..
suspendía la vista, pur entender Que necesitaba el conocimiento de
las alegaciones de la parte apelante para su debida def......

b) En cuanto a la denunciada vulneración del arto 24.2 de la
Constitución. en razón de la posible existencia de dilaciones
indebidas, recuerda el Mini&lerio Fiscal que, ,...m doctrina <:011&­
tante del Tribunal Constitucional, la dilación llene que aer invo­
cada en su momento ante el Tnbunal que conoce del procedi­
miento, a efectos de su reparación, y que t¡ene que ser indebida, <OS
decir, producida por una actividad infundada del Tn"bunal y no por
el mero transcurso del :tiempo, sin Que quepan denuncias en
amparo de silencio judicial. En el presente caso, no existe cóDs1an~

tia de la denuncia ~neote a la tardanza ni la recurrente acredita
la inactividad negligente del Or¡¡ano judicial. aparte de que su
referencia a la pérdida del recurso de casación por la duraCIón de
la apelación es un razonamiento hipotético. quena a>nstituye base
firme para pedir el amparo.

Por todo ello interesa el Ministerio Fiscal que se diete Sentencia
e51imando en parte la demanda, por violación del art. 24.1 de la
Constitución.

6. El 19deabñ1 del9116 formu1ósus a1epciones la representa­
áón de «Áosicurazioni Oenerali, Sociedad Anónitna», para la que
es evidente que no mne vio1aci6n al precepto mablecido en el arto
24. l de la Constitución, pues se dio la posibilidad a todas las partes
intervinientes en -el procedimiento para manifestar 10 que a su
dere<:ho conviniere, sin ~e -exista precepto legal alguno que
impon.. a una de las ~es la obligación de penonarse o de
exponer con amplitud tos tmllivos del rec11T5O. As; "la apelada pudo
fttendene en SUI manifestaciones, ya que nadie coartó su derecho
~ ninJún momento y, si ambas panes 'Se limitaron a pedir
respectivamente la confirmación y la revocación de la Sentencia
~urrida, es claro que deiaban al criterio de la Sala el que, tras un
minucioso estudio de las actuaciones, 1.tictase tat'eSOlución que
creyese más ajustada a Derecho, como así hizo el Organo judicIal,
dictando un fallo claro, preciso y ajustado a las preteasiones de las
partes, sio revisar lo. hechos y prueba¡ que <:o11SIahan en el juicio
4e primera instancia.

Tampoco ba existido conculcación del art. 24.2 de la Constitu­
ción, pues si ha habido una dilación, ésta no se ha debido a una
infracción constitucional, al no darse en el ....., ""uaemplado los
~uisito& de tal diaposic:ión. En con<ecuencia, ..licita la parte
ahora recurrida la de cióD del amparo.

7. El 23 de abril"'lf: 19.% preaenlÚ .... alegaciones la parte
reculTente. En .n eoaiIo reilera lo di<:ho en la demanda sobre la
violación producida de ... dl:ecbo a la delimsa en la apelación,
derivada de su desconocimienlo de los argumelltos en que la1
1'CCW"50 pudo haberse fUNtado, máxime cuando de la Sen1encia de

la Audiencia de .Ban:eIona se dedllIJe lUI8 ciena valoración de la
prueba que no COllita le fuera plan1e8da por~:r~.r.na, lo que
demuestra la ......... del principio de im .. que debía
presidir la acción del Tribunal, -.en definitiva, no se tma aquí
de una aplicación del Derecho, 1ÍD0 de la evaluación de lu ......
de la aana aírica, tema .., el que DO cabIa entra" IÍD motivo de
apelación que lo soIicire, ya que, de lo ""11tJVÍO, le .- lIIlll
evidente indefensión de la oua pane que eonsidera sufiClelltemente
.....trastadall y n:suehas la1e< .....liones de ha:bo.

Asimismo, en c:uanto a la indefeauión provocada ""'" las
dilaciones Ioabidas en el pleito, si puede dudarle de éstas, pues
tran<curren dos años desde que se ordena tnler los amos a la rista
y ésta, ni tampuoo de ... carácter iadebido, ya que 110 sólo no hay
...da que lojustillqueen Iasaetuaciooes, sino que, lIIlte la denuncia
del retraso formulada _ la hoy ..........te en aaitn de 28 de
marzo de 1985. se realiza aqueUa rista menos de UD mes desplll!s,
lo que viene a probar que aada la _ impidiendo, sin que
puedan eaigirse a la parte mas __ en ... petición de
amparo. .

En vinud de lOdo lo cual.oIicita la cIemllDdante de amparo que
se resuelva el """'...., alJ1 arrqlo a las peticiona lOrmuladas en ...
día

ll. Por providencia de 24 de oepliembre de 198ó, le señaló
para deliberación y votación del presente _ el dia 10 de
4iciembce. quedaodo roucJuida d.28 de eaao sipiente.

lL fUNDAMENTOS JURIDICOS

1. DoS son las cuestiones planleadas en el presente ........, de
amparo. que deben ser sucesivamente resueltas en este JJlOIIlCDto:
La primera 'Se refiere a la posible violación del derecho a la tutela
judIcial efectiva, sin que pueda producirse indefensión, que pro­
clama el arto 24.1 del Texto constitucional, violación ésta que tanto
la parte actora como el Ministerio Fiscal deducen de la ausencia de
c:ontradi<:ción real en el prooeso de apelacióD, debida a su """ a la
total auseDcia de alegaciones del apelante ea apoyo de su preten-

_ sión; la segunda cuestión atañe a la infracción del ano 24.2 de la
Constitución, en CUlIIltn que pranriaa an proo:ao sin dilaciones
indebidas, iDfracción que la recurrenre, ahora con la oposición
tanlO de la parte <ecnmda eomo del Ministerio Fiscal, afirma que
.. ha producido en la segunda instancia del p1eilo que da origen a
este recurso de amparo.

2. Por lo que hace a la primera de estas cuestiones, es preciso
reiterar Que la exigencia constitucional de que en ningún caso
puede producirse indefensión. comporta, como señalábamos, entre
otras muchas, en nuestra Sentencia 4/1982, de 8 de febrero. de .la
que aquí se hace eco el Ministerio Fiscal, la necesidad de respetar
en todo proceso el derecho a la defensa contradictoria de las panes
que lo sean o deban serlo, ase.urándoles la posibilidad de sostener
argumelllalmenle SII& respecuvas pretensiones y de ~batir los
fundamentos que la parte contraria haf'l podido formular en apoyo
de las suyas. Este derecho a la contradicción procesal no determina
la necesidad de que de meto» tel1&" h!llar una efectiva <:ontroversia
argumental entre los liti¡antes, Que, por unas u otras razones, puede

·no producirse en numerosos procesos y que no deriva de lo
dispuesto en el art. 24.1 de la Constitución. SIempre que se respete
el aludido derecho a la defensa. Menos aún puede extraerse de
aquel precepto la consecuencia de que, a falta de fundamentación
expresa de los pedimentos de una de las partes debe rechazarlo el
Or¡ano judicial '9ue conozca de los mismoB, pues. siempre sin
merma del ptÍDl:tpio de congruencia, y. a no ser que el ordena­
miento impo!'P una motivación específica de la .acción o recurso
9ercitado, dehmitando así su procedencia y objeto, <OS potestad del
Tn"bunal de apelación nevar a cabo un nuevo examen de los becbos
y del Derecho aplicable.

3. De acuerdo con lo expuesto, la ausencia en ~l acto de la
vista de la apelación del Letrado de la parte apelante y la
consiguiente falta de motivación del recurso formulado por dicha
parte no suponen una denegación del derecho a la tutela judicial
efectiva, aunque tal recurso fuera estimado por el Tribunal compe­
tente. Por otra psrte., aunque el t'CCUJ1eIl'te conecte en primer
íónnino ...demaDda con el derecho a una tutela judicial efectiva
de Jueces y Tri_es, el problema suscitado lo es también, como
_la por vIa de OO1l!lecnencia, el de una eventual indefensión.
Ahora bien, .. claro que la ya mencionada a\Hel1cia del Letrado de
la parte apelante en el act<> de la vista no impidió en modo alguno
al Lettado de la boy recurm1te detender en él SI1S pretensiones de
J81ifieación de la Sentencia apelada, opo~ndoseargumentalmente
a la l'mensión contraria, formulada por el Procurador de la
apelante en el mismo aclO. La falta de motivación de un rectlt'SO de
apelación DO restringe o elimina el derecho a motivar la oposición
al recurso, que es, como se ha dicho. lo que garantiza el art. 24.1
de la Constitución, por \o que, al tlO haber mediado limitación
alguna imputable al Orpno Judieial, la recurrente pudo, sin duda,
hacer uso de su derecho 'Y ejen:itarlo en la medida en que ahora dice
haber deseado o necesitado, siendo imputable tan sólo a su falta de
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diligencia la omisión. La exigencia constitucional del lJfOCC'O
cODtr.dictorio ba sido. eD tal seDtido. respetada, .puco la .pel.da
tuvo la oportunidad tanto de justificar sus propias pretensiones
como de rebatir las de la CODtra~. y puesto que cota llltima DO
sometió otros elementos de juicIo a la consideración del Tribunal.
no tiene por Qué extenderse tal garantía constitucional a la
respuesta a clementos del debate procesal inexistentes.

4. Por otro l.do, tampoco mfrinae el derecho • la tutel.
judicial efectiva ni produce indefensión la estimación de un recurso
de apelación que no fue motivado juridicamente, ni puede enten~

derse que tal estimacióD se bay. re&1izado iDfrin¡ieDdo los priDci­
pios de rogación y dispositivo. Formulada la pretensión procesal y
a la vista de unos hechos declarados probados en la sentencia de
primera instancia, que no fueron combatidos por ninguna de las
p.rtes. el TribuDaI de .pelacióD podía, Y 'UD deb~ eD virtud del
efecto devolutivo y de la regla «iura novit curia», aplicar el Derecho
en la forma que considerase procedente y correcta, más aún en un
recurso ordinario como aquél. Este Tribunal ya ha manifestado
repetidameDte (SeDteDci.s 20/1982. de 5 de m.yo, y 15/1984, de 6
de febrero, entre otras muchas) que no constituye indefensión que
el Juzgador base sus decisiones en fundam~ntos jurídicos distinto.s
de los aducidos por las partes, siempre que se atenga al contenido
de la pretensión y de la «causa petendi» y, naturalmente, siempre
que se atenga el examen de los hechos que se consideren probados.
Por esta razón, el Tribunal puede fundamentar jurídicamente su
decisión, en un recurso ordinario como es el de apelación,
acogiendo la motivación juridica ofrecida por una de las partes en
la primera instancia. Y eso es lo que hizo en el caso de autos la Sala
de Batcelona, que se atiene a los términos de la pretensión del
apelante y a los hechos acreditados en la Sentencia apelada, de la

Sala Primera. Recurso de amparo número 1.054/1985.
Sentencia número 13/1987. de 5 de febrero.

La Sal. Primera del Tribunal CoDstitucional compucota por daD
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio
Llorente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don Antonio
Troyol Serra, daD Eugenio Díaz Eimil y daD Miguel Rodrigu..­
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de .mparo Dllm. 1.05411985, promovido por el
Procurador señor Pérez Mulet, en nombre y representación de
«A.stilleros de Santander, Sociedad Anónima», Contra la Sentencia
del Tribunal CeDtraI de Trabajo de 11 de octubre de 1985 que
desestimó el recurso de suplicación formulado contra la de la
M.gistratura de Trabajo Dllm. 2 de S'Dtander, de la de junio de
1985. que decl.ró prohibida la cesióD de trab.j.dores efectuada
entre «Instalaciones y Montajes,- Sociedad AnóD1ma» y «Astilleros
de S'DtaDder».

En dicho asunto ha sido parte el recurrente «Astilleros de
Santandet")), representado por el Procurador señor Pérez Mulet
Suárez y asistIdo por el Letrado señor Idigo Biosca, el señor
Marente Loja. representado por el Procurador señor Vázquez
GuiHén y asistido por el Letrado señor Iturrate y el Ministerio
Fisc.l.

Ha sido Ponente el Magistrado don Luis Diez-Picaza y Ponce
de León, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. Por escrito preseDtado eD el Registro GeDeral de este
TribuDaI el 23 de Doviembre de 1985, y eD el Juzgado de Guardi.
el 21 del mismo mes y .do, el Procurador sedar Pérez Mulet y
Suárez••ctuando eD Dombre y represeDtacióD de «Astilleros San­
tander, Sociedad Anónimu, interpuso recurso de amparo contra la
SeDteDci. del TribuDaI CeDtraI de Trabajo de 11 de octubre de
1985. que desestimó el recurso promovido CODtra l. SeDteDcia de
l. M'81str.tura Dllm. 2 de Santander, de 10 de JUDio de 1985. que
declaró prohibida la cesión de trabajadores efectuada entre «Insta­
laciones y Montajes Industriales, Sociedad Anónima» y «Astilleros
de SantandeD, respecto a los trabajadores a que las actuaciones se
referían.

Estima la Entidad demandante que tales resoluciones conculcan
el principio de igualdad que proclama el arto 14 de la Constitución,
y el arto 24.1 en cuanto consagra la tutela judicial en el ejercicio de
los derechos e intereses legitimas.

que acepta los resultandos, por lo que su proceder DO iDfriDge el
derecho de la solicitante de .mparo • la tutela judicial efectiv•.

5. En cuanto. l. alegada infraccióD del derecho fuDdameDtal
• UD proceso sin dilacioDco indebidas. recoDocido eD el arto 24.2 de
la Constitución, no puede dec:;irse que concurre cuand0'rcomo en el
preoeDte caso, la .ctora puso de m.nifiesto ante el ribunal de
.pel.ción, mediante escrito que lleva fecha de 28 de m.rzo de 1985.
el tiempo transcurrido desde que se dictara la SenteDcia .pel.d. sin
que se hubiera señalado fecha para la vista del recurso de apelación,
solicitando dicho señalamieDto, y l. Sala se .prestó • re.lizar éste
inmediatamente, satisfaciendo con ello su petición. No cabe, por
consiguiente, suscitar válidamente ahora esta cuestión; debiéndose
tener en cuenta que en ningún caso podría deducirse de tal eventual
dilación la anulación de la Sentencia impugnada.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NACION ESPANOLA,

H. decidido

Desestimar el recurso de amparo promovido por dada Carmen
Colodrás Roja.

Publiqueoe esta SeDteDci. eD el olloletlD Oficial del Estado».

D.da eD Madrid. 4 de febrero de 1987.-Francisco Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Diez-Picazo y Ponce de
LeóD.-ADtoDio Troyol Serra.-EugeDio Díaz Eimil.-Miguel Rodrí­
guez-Pídero y Bravo--Ferrer.-Firmados y rubricados.

2. Basa la dem'Dda eD los siguieDtes hechos:
1.0 CaD fecba 31 de eDero de 1985 se preseDta eD la DireccióD

ProviDciaI de Trabajo de S'Dtander escrito por medio del cual el
Comité de Empresa de «.Instalaciones y Montajes Industriales,
Sociedad Anómma», plantea reclamación de conflicto colectivo
frente a la Em~resa mencionada, asf como frente a «Astilleros de
S'DtaDder. Soetedad Anónima».

2.0 El coDflicto se iniciaba sobre la hase de eDteDder sus
promovedores que entre las dos Sociedades mencionadas habia
existido una ceSIón ilegal de mano de obra. motivo por el que se
solicitaba el recoDocimieDto del derecbo de los trabajadores de
«lDstalacioDco y MODtajes IDdustriales, Sociedad AnóDima». • l.
iDtegracióD en la plantilla de «Astilleros de S.Dtander. Sociedad
Anónima».

3.0 Remitido que fue el expedieDte • l. Magistratura de
Trab.jo Dllm. 2 de las de SaDtander r seguido el procedimieDto por
sus tramites, CaD fecba 10 de jUDlO de 1985 se dicta por esta
Sentencia, cuya parte dispositiva es;

«Fallo: Que estimando la demanda, previa desestim.­
ción de las excepciones alegadas de contrario, deducida
por el Comité de Empresa de la Compañía "IDstalacioDes
y MODtajes Industriales, Sociedad Anónim.... sobre COD­
flicto colectivo contra dicha Empresa. y la Compañía
"Astilleros de SaDtaDder, Sociedad ADónim.... debo
declarar y declaro la existencia de una cesióD prohibida
de trab.j.dores realizada por la primera dem'Ddada • l.
segunda de las demandadas, eD relacióD • la plaDtilla de
obreros de la primera de·las citadas en su Centro de
.stilleros de S'DtaDder. ubicado eD Astillero. C'Dtabria,
y, eD cODsecueDcia, debo decJarar y declaro el derecho de
dichos trabajadores. iDtegrarse en las plantill.s de fijos
de "Astilleros de Santander, Sociedad AnóDima", eD las
mismas condiciones que ostentaban en la Empresa "Ins­
talaciones y Monuijes Industriales. Sociedad Anónima",
condenando como condeno a ambas a estar y pasar por
tal declaracióD.»

4.o Contra la Sentencia en cuestión se formuló recurso espe­
ci.l de suplicacioD.

S.o Tras diversas incidencias el meritado recurso fue resuelto
por el Tribunal CeDtraI de Trabajo mediante SeDteDci. de 11 de
octubre de 1986, que lo desestima.

3. ED las SeDtencias ~eDtes se produceD, eD el seDtlr del
recurrente, al menos dos mfracciones de derechos fundamentales.
En primer término, se lesiona el derecho a la igualdad, ya que otras
resolucioDco del Tribunal CeDtraI han eDteDdido que l. OpciÓD que
poseeD los trabaJ.dores Jl8l1l elegir l. cODdicióD de fijos. eD los
supuestos de ceSlÓD ilegal de trabajadores, eD la EDtidad cedeDte o
en la cesionaria, sólo se puede ejercitar cuando aún es~ viva la
figura de la cesióD de m'DO de obra propiamente dicha, de tal


